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Alberto nos contaba que fue desahuciado de su vivienda en el año 2011, teniendo que irse a vivir junto 
a su mujer y sus dos hijos menores de edad a casa de su madre, donde se encontraban en situación de 
hacinamiento.

Tras varias actuaciones con el Ayuntamiento de Córdoba, pudo acceder a una vivienda de titularidad 
bancaria de la que se tenía que marchar, puesto que tras la finalización del contrato de arrendamiento 
exigían como requisito para renovarlo el aumento de las cuotas arrendaticias a una cantidad imposible 
de afrontar. Admitida la queja a trámite, por parte del Ayuntamiento de Córdoba se nos informó de la 
intermediación que se estaba realizando con la entidad, que finalmente accedió a la condonación de la 
deuda acumulada y la renovación del alquiler, sin aportar fianza, aval, ni la primera mensualidad.

Por último en este apartado relativo a desahucios, no podemos dejar de hacer referencia a la recepción 
de una decena de quejas presentadas por personas propietarias que comprensiblemente nos trasladaban 
las dificultades para hacer frente a los pagos de sus hipotecas o alquileres ante el impago de sus inquilinos, 
y en algún caso denunciaban que sus viviendas habían sido ocupadas.

En estos casos, informamos a estas personas de los recursos que pueden poner en marcha para hacer 
valer sus derechos como propietarias y les informamos sobre el Real Decreto 401/2021, de 8 de junio de 
2021, que regula la compensación a los propietarios de viviendas alquiladas en casos de desahucio por 
impago de la renta o por finalización del contrato si, transcurridos tres meses desde el informe de los 
servicios sociales en el que se acredita la situación de vulnerabilidad de las personas inquilinas, no se les 
ha proporcionado una alternativa habitacional.

1.17.2.2. Necesidad de vivienda
Paralelamente a los desahucios y en gran medida por las mismas razones, la necesidad de vivienda 

preocupa a aquellas personas que carecen de recursos económicos suficientes para satisfacer la misma 
por sus propios medios y sin ayuda de la administración. En muchos casos, los protagonistas de nuestras 
quejas nos trasladan su impotencia por la imposibilidad de seguir haciendo frente a su alquiler y el miedo 
de enfrentarse a un futuro desahucio. En otros, su desesperación por residir en viviendas hacinadas que 
han acogido a varias unidades familiares en espacios reducidos o en viviendas que no reúnen los requisitos 
adecuados de habitabilidad (incluso sin suministro de agua y/o electricidad). En todos ellos se palpa la 
inseguridad y vulnerabilidad que supone no disponer de la certeza y estabilidad de un hogar digno.

En estos y otros muchos casos, el hecho de encontrarse en situación que no se considera de “emergencia” 
por los servicios sociales comunitarios les supone la imposibilidad de acceder a la vía excepcional de 
acceso a vivienda pública, quedando en la lista de espera del correspondiente registro municipal de 
demandantes y en función de los procedimientos para el acceso que establezca este en su respectiva 
ordenanza municipal (sorteo, antigüedad, baremación, etc).

Por tanto, la posibilidad de acceder a una vivienda pública sigue siendo muy remota para la mayoría de 
andaluces con bajos recursos económicos. En Andalucía, a fecha 31 de noviembre de 2020, había 66.483 
inscripciones activas en los Registros Municipales de Demandantes de Viviendas Protegidas, a las que 
habría que añadir las solicitudes pendientes de estudio e inscripción y aquellas que se han desactualizado 
por diversos motivos, sin significar que no precisen ya de vivienda.

A la vista de nuestra experiencia, hemos de concluir que los poderes públicos no han sido capaces de 
cumplir con el mandato constitucional y estatutario de promover las condiciones y establecer las normas 
pertinentes para hacer efectivo el derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada.

El propio Parlamento Europeo, en su Resolución de 21 de enero de 2021, sobre el acceso a una vivienda 
digna y asequible para todos (2019/2187(INI)), pidió a la Comisión y a los Estados miembros que «aseguren 
de que el derecho a una vivienda adecuada sea reconocido y ejecutable como un derecho humano 
fundamental mediante disposiciones legislativas europeas y nacionales aplicables» y que conviertan la 
vivienda en una de las piedras angulares del plan de acción sobre el pilar europeo de derechos sociales 
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(PEDS) proclamado por el Consejo Europeo, el Parlamento Europeo y la Comisión Europea en noviembre 
de 2017.

Sin embargo, ni las políticas públicas ni la inversión presupuestaria han estado a la altura del mandato y de 
las necesidades de una población que se ha enfrentado a dos crisis económicas consecutivas, descargando 
la responsabilidad de hacer frente a las situaciones más dramáticas sobre unos servicios sociales saturados 
y exhaustos.

En efecto, los servicios sociales comunitarios sí cuentan a menudo con la posibilidad de conceder ayudas 
puntuales para el pago de deudas del alquiler, con el fin de permitir la permanencia de las familias en las 
viviendas, así como ayudas para acceder a una nueva vivienda (habitualmente pago de la fianza y uno o 
varios meses de renta), siempre que se cumplan los requisitos previstos en las ordenanzas y reglamentos 
municipales. El problema, como apuntamos en el apartado anterior, es que la gran mayoría de personas 
que llegan a esta situación no cumplen los requisitos, cada vez más exigentes, para la firma de un contrato 
de alquiler.

Para definir las políticas de vivienda resulta trascendental conocer las características del parque 
residencial y de las necesidades sociales en cada población, por pequeña que sea. Este año 2021 hemos 
seguido realizando actuaciones cuando hemos detectado que algún municipio no había establecido o no 
tenía operativo el correspondiente Registro Público Municipal de Demandantes de Viviendas Protegidas, 
a pesar de la obligación establecida en el artículo 16.2 de la Ley 1/2010, de 8 de marzo, Reguladora del 
Derecho a la Vivienda en Andalucía.

Aun cuando no haya vivienda pública disponible, 
estos instrumentos son fundamentales para que los 
ayuntamientos y la administración autonómica puedan 
tener un conocimiento adecuado de las necesidades de 
vivienda y definir en consecuencia la política municipal 
y autonómica de vivienda protegida y suelo y de apoyo a 
la conservación, mantenimiento, rehabilitación y calidad 
del parque de viviendas existente. Además, la normativa 
prevé diversos mecanismos de asistencia y ayudas para 
los ayuntamientos, mediante la asistencia y cooperación 
jurídica, económica y técnica de las diputaciones 
provinciales y de las delegaciones territoriales en la 
materia.

Pues bien, en 2021 hemos formulado Resoluciones a tal fin a los ayuntamientos de Burguillos (queja 
18/6988), Baeza (queja 21/0500), y Torrox (queja 19/4655), al detectar a través de quejas de particulares, 
que no tenían los preceptivos registros en funcionamiento. Las dos primeras quejas continúan en trámite, 
mientras que el Ayuntamiento de Torrox nunca llegó a dar respuesta a la Resolución y posteriores 
requerimientos, por lo que al amparo del artículo 29, apartado segundo, de la Ley 9/1983, de 1 de 
Diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, procedemos a incluir dicha queja en la sección correspondiente  
de este Informe Anual al Parlamento de Andalucía.

Como buena noticia en este sentido, el Ayuntamiento de Cabra del Santo Cristo (Jaén) nos ha comunicado 
este año 2021 que, tras la Resolución que le formulamos en el año 2019 y con la recuperación de la normal 
actividad administrativa con el fin del Estado de Alarma provocado por la COVID-19, finalmente se ha 
puesto en marcha el Registro Municipal de Vivienda Protegida, por lo que pudimos proceder al cierre de 
la queja 18/4289.

Volviendo a los casos de necesidad de vivienda que nos han llegado este año al Defensor del Pueblo 
Andaluz, debemos celebrar la feliz resolución de la queja de Gloria (queja 21/1957), que desde Arjonilla 
(Jaén) nos exponía lo siguiente:

“(...) Que debido a los problemas personales que me acontecen, por los cuales tengo 
una situación económica bastante precaria en lo que a ingresos se refiere, y siendo madre 
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soltera con cuatro hijos menores a cargo, (...), solicito una vivienda de protección oficial 
en mi término municipal y que me tengan en cuenta como prioridad a la hora de quedarse 
libres tales viviendas. Me encuentro viviendo junto con mi familia en una auto-caravana 
(...). Solamente pido un alquiler social, solicito por ello una vivienda de protección oficial 
para poder vivir en mejores condiciones y poder darles a nuestros pequeños un cambio de 
vida. Llevo bastante tiempo inscrita en el registro municipal de demandantes de vivienda 
protegida de (…)”.

Admitida la queja a trámite, en el informe municipal se detallaban las actuaciones realizadas por los 
servicios sociales con la familia y se informaba que se estaban realizando las gestiones pertinentes con 
AVRA para la próxima adjudicación por excepcionalidad de una vivienda pública que iba a quedar vacante, 
lo que finalmente nos confirmaron.

Otra situación dramática era la que relataba Trinidad, residente en Nerja. Con una discapacidad del 
66%, llevaba cinco años viviendo en una cueva sin electricidad y sin agua, siendo sus únicos ingresos una 
pensión no contributiva de 395€ y las ayudas que les facilitaban desde los servicios sociales:

“He intentado, de todas las maneras posibles, que me ayuden a conseguir una 
vivienda y poder vivir en una vivienda digna con las necesidades básicas. En la situación en 
la que estoy viviendo se me hace muy difícil aguantar. Tengo que vivir con un generador de 
gasolina para tener algo de luz y transporto agua en garrafas con un carrito de niño para 
tener agua.”

Afirmaba, además, tener conocimiento de que en el municipio había una vivienda pública vacía. El 
Ayuntamiento de Nerja confirmó que había dos viviendas en proceso de adjudicación, pendientes del 
estudio y baremación de las solicitudes de inscripción en el Registro Municipal de Demandantes de 
Vivienda.

Tras solicitar un informe de seguimiento y comprobar que, transcurridos nueve meses, aún no se había 
procedido a la inscripción en el registro y a la finalización de los procedimiento de adjudicación formulamos 
una Recomendación al Ayuntamiento a fin de que se adoptasen las medidas oportunas para que, con 
carácter prioritario, se procediera a resolver las solicitudes pendientes de inscripción y a llevar a cabo la 
adjudicación de las viviendas públicas a la mayor brevedad posible. La Resolución fue aceptada (queja 
20/6728).

También relacionada con procedimientos de adjudicación de viviendas, en la queja 18/7306, en la que 
Sonia nos planteó su disconformidad con un procedimiento de adjudicación de vivienda pública titularidad 
de AVRA en Rota que le había afectado de forma negativa, se nos comunicó este año 2021 que ya se había 
adjudicado una vivienda a la familia interesada.

Sin embargo, como apuntamos en el apartado anterior, en la mayoría de las ocasiones la insuficiencia 
de vivienda pública no permite la adjudicación de vivienda ni siquiera en los casos de necesidad más 
imperiosa, trasladándonos las administraciones locales, especialmente aquellas de pequeño y mediano 
tamaño, su impotencia por la falta de viviendas en sus respectivos municipios para hacer frente a estas 
situaciones. El recurso a ayudas para un nuevo alquiler -puntual o de varios meses de duración- es, por 
tanto, prácticamente la única herramienta con la que cuentan para dar respuesta a sus vecinos y vecinas.

En Córdoba, la empresa municipal de la vivienda VIMCORSA dispone de un plan de ayuda al alquiler de 
un año de duración, de la que fue beneficiaria Cynthia. Nos refería que era víctima de violencia de género, 
tenía dos hijos menores, era demandante de vivienda desde hacía diez años y no podía hacer frente al 
alquiler con su exiguo salario. Admitida la queja a trámite, los informes municipales nos detallaron las 
actuaciones realizadas con esta familia por los servicios sociales comunitarios e informaban que estaba 
en lista de espera de vivienda por vía de excepcionalidad. A fin de aportar una solución a su problema 
habitacional se le aprobó dicha ayuda y se incorporó a un programa de inclusión laboral (queja 20/5265).
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Algunos municipios de menor tamaño también han logrado establecer programas de ayudas al alquiler 
a familias vulnerables de duración prolongada. Podemos citar el caso de La Rinconada, cuyo Programa 
Municipal de Ayudas al Alquiler abona el 50% de la renta durante un año, acumulable a otras ayudas 
establecidas por otros organismos, como la concedida a Cristina en la queja 21/7546.

Uno de los programas de ayuda al alquiler más consolidados en nuestra comunidad es el del Instituto 
Municipal de Vivienda de Málaga (IMV) que ha aprobado varios planes que contemplan el pago de un 
porcentaje del alquiler de la vivienda habitual de familias en situación de exclusión social y con necesidad 
urgente de vivienda, desde uno a cuatros años, dependiendo del plan, siendo las familias las encargadas 
de la búsqueda de vivienda. Algunos de los planes, sin embargo, se dirigían exclusivamente a atender 
situaciones de urgencia motivada por la pérdida o posible pérdida sobrevenida de la vivienda habitual, 
circunstancias que muchas familias con necesidad de vivienda no reúnen.

Este había sido el caso de Jessica, quien a pesar de ser beneficiaria en 2019 de un plan de ayudas, no 
había conseguido alquilar una vivienda y había perdido toda posibilidad, al no reunir posteriormente los 
requisitos exigidos en el plan. Había sido acogida junto con su pareja y sus hijos menores de edad en casa 
de su suegra, donde convivían con otras cinco personas en una vivienda de menos de 60 metros cuadrados.

Iniciamos actuaciones con el Ayuntamiento de Málaga y el Instituto Municipal de la Vivienda, 
informándonos que la familia de Jessica estaba incluida en el Comité FRES (Comité de selección de 
familias en riesgo de exclusión social), lo que implicaba poder ser seleccionada mediante sorteo para la 
adjudicación de una vivienda pública en alquiler por vía de excepcionalidad, y que para facilitar su acceso a 
una vivienda les habían ofrecido una ayuda económica con una cuantía máxima de 1600€ (queja 20/7152).

También encontraron dificultades para un alquiler Juan José y Reyes, tras casi dos años residiendo en 
un piso compartido municipal al que fueron derivados al ser desahuciados. Se trataba de una familia con 
recursos económicos muy limitados y compuesta por los dos progenitores y sus tres hijos menores de 
edad, uno de ellos con un 58% de discapacidad y el pequeño en tratamiento médico.

Aunque sabíamos que tanto los servicios sociales como el IMV eran plenamente conocedores de la 
situación de esta familia, a la que venían atendiendo desde hacía años, nos preocupaba el bienestar 
de los tres menores, pues a pesar de que el recurso de emergencia se hubiera alargado precisamente 
para protegerles, no podía considerarse que fuera lo más adecuado para su desarrollo emocional. De la 
información remitida se desprendía que se les había concedido un plan de ayuda al alquiler con un máximo 
18.260 € para cuatro años (queja 20/1039).

Complicada igualmente era la búsqueda de vivienda, aún con ayuda municipal, para José Antonio, 
su madre y su hermano, con una discapacidad del 75%, los cuales habían sido desahuciados sin tener 
alternativa habitacional y entre los tres no llegaban a los 600 euros de ingresos. Nos contaba que, por 
esta razón, su madre estaba durmiendo en un sillón en casa de una amiga y su hermano en un dormitorio 
provisional montado en un trastero. Admitida la queja a trámite con el Ayuntamiento de Estepona, 
nos informaron que no tenían disponibilidad de viviendas sociales para adjudicación en situaciones de 
vulnerabilidad, si bien les habían concedido una ayuda de 1300 euros para facilitar la búsqueda de un 
nuevo alquiler (queja 21/4142).

Por tanto, a pesar del esfuerzo municipal y de que gracias a las ayudas económicas puntuales o de varios 
meses muchas personas consiguen el impulso para estabilizarse y evitar un desahucio o para alquilar 
una nueva vivienda, las ayudas económicas no son la solución para muchas familias. Por ello, se deben 
incentivar programas y medidas dirigidas a las personas cuyo grado de exclusión social no les permite la 
satisfacción del derecho a una vivienda por esta vía, reforzando una intervención integral y prolongada 
en el tiempo por parte de los servicios sociales.

En definitiva, desde esta Institución seguiremos insistiendo en que el derecho a una vivienda asequible 
debe constituir una máxima prioridad en la agenda política y de las administraciones públicas, las cuales 
deben otorgar a la inversión en políticas de vivienda el protagonismo que estas requieren si se la quiere 
proteger como un bien de primera necesidad que tiene un gran impacto en la calidad de vida y el bienestar 
de las personas.
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